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DIPUTACIÓN DE VALLADOLID

Servicio de Asistencia

y Asesoramiento a Municipios



Por el Sr. Alcalde del Ayuntamiento de _____________, se solicita de este Servicio informe jurídico sobre la posibilidad de modificar el trazado de un camino público de titularidad municipal.

En primer lugar precisar que los caminos municipales o vecinales son un bienes de dominio público afectados al uso público, de acuerdo con el artículo 74.1 del Real Decreto Legislativo 781/1986, de 18 de abril, por el que se aprueba el Texto Refundido de las disposiciones legales vigentes en materia de Régimen Local (TRRL) y del artículo 3.1 del Real Decreto 1372/1986, de 13 de junio, Reglamento de Bienes de las Entidades Locales (RBEL).

Como bienes de dominio público de ellos se predican las notas de inalienabilidad, imprescriptibilidad e inembargabilidad, que se recogen en el artículo 132.1 de la Constitución Española.

La alteración de la calificación jurídica de los caminos, como la de los demás bienes de dominio público, exige la tramitación del correspondiente expediente que acredite la oportunidad y la legalidad, tal y como preceptúa el artículo 81.1 Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las Bases de Régimen Local (LBRL). Siguiendo a Chacón Ortega, podemos entender “por oportunidad lo que es adecuado al Municipio en la circunstancia que concurra...acreditar la legalidad, es tanto como seguir el procedimiento adecuado y dejar constancia de que no se infringe con la afectación o desafectación, el ordenamiento jurídico”. 

Es potestad municipal la de autorizar la modificación del trazado de un camino municipal. Los motivos que dan lugar a la desafectación de un camino son de carácter discrecional, pudiendo ser muchos y muy variados, tantos como supuestos puedan darse en la vida real, debiendo valorar en cada caso el Ayuntamiento la existencia de la oportunidad y la consecución de resultados mejores para el interés público. Las sentencias del Tribunal Supremo de fecha 29 de Abril de 1961, 29 de septiembre de 1982, 21 de julio de 1989 y 4 de noviembre de 2002, entre otras, analizan si el interés público ha sido debidamente valorado, mediante la acreditación de la oportunidad. 

La alteración del trazado del camino requerirá: la desafectación del terreno del camino y la recepción formal por parte del Ayuntamiento; la aprobación del correspondiente proyecto de obras; en el supuesto que nos plantea la permuta de los terrenos desafectados por aquellos que sean precisos para el nuevo trazado y finalmente la contratación y ejecución de la obra.

El esquema del procedimiento a seguir para la desafectación del camino es el siguiente, de acuerdo con el artículo 81 de LBRL y 8 del RBEL:

· Providencia de Alcaldía proponiendo la alteración de la calificación jurídica.

· Informe del Secretario sobre la tramitación del procedimiento.

· Acuerdo inicial del Pleno.

· Información pública durante un mes.

· Informe del Secretario.

· Acuerdo definitivo del Pleno, por mayoría absoluta.

Una vez desafectado el camino, procede la recepción formal del mismo, ya que mientras no se produzca los bienes seguirán teniendo el carácter de bienes de dominio público y por tanto no podrán ser objeto de permuta. Una vez recepcionado se procederá a rectificar el inventario, calificándolo ahora como bien patrimonial y a su inscripción en el Registro de la Propiedad.

Las obras que se realizan en caminos rurales son obras municipales a todos los efectos, por lo que se requiere la aprobación del correspondiente proyecto de obras, redactado por técnico competente, el cual debiera ser expuesto al público, en garantía de los derechos que los usuarios de los caminos y en base al artículo 60 de la Ley 30/92, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y Procedimiento Administrativo Común. Al ser una obra pública debe ser contratada de acuerdo con el Texto Refundido de la Ley de Contratos de las Administraciones Públicas, aprobada por Real Decreto Legislativo 2/2000, de 16 de junio y puede ser financiada por el ayuntamiento en su totalidad o con la colaboración del particular beneficiario.

La aprobación de  los planes de obras, de acuerdo con el artículo 94 del TRRL, lleva implícita la necesidad de utilidad pública y la necesidad de ocupación de los terrenos a efectos de su expropiación forzosa, si bien en el presente caso nos es indiferente si lo que se pretende es la permuta de los terrenos. 

 Permuta que es posible, debiéndose justificar en el expediente la necesidad de efectuarla por ser más acorde con el interés público que la enajenación mediante subasta y que la diferencia de valor entre los bienes que se trate de permutar no sea superior al 40 % del que lo tenga mayor, y ello por que para que la permuta sea conforme a derecho, se han de cumplir los requisitos del artículo 112.2 del RBEL. Considera la Sentencia del Tribunal Supremo de 31 de enero de 2000, que para acreditar la necesidad de permuta no es suficiente que se acredite en el expediente la conveniencia de adquisición del bien y la finalidad a la que se pretende destinar, sino que también deben aportarse al expediente los informes, consideraciones técnicas, económicas y jurídicas que justifiquen la necesidad de efectuar esa adquisición mediante permuta. Y en cuanto a la diferencia de valor máxima entre los valores permutados, se debe acudir a las valoraciones que figuren en el expediente.   

El esquema del procedimiento a seguir para proceder a la enajenación por permuta es el siguiente, de acuerdo con el artículo 112 y siguientes del RBEL:

· Resolución de la Alcaldía iniciando el expediente.

· Informe del Secretario del Ayuntamiento.

· Certificación literal del Secretario sobre la inscripción del bien enajenar según conste en el Inventario de Bienes.

· Certificación de la inscripción del bien en el Registro de la Propiedad con expresa referencia a cargas y gravámenes.

· Informe técnico acreditativo de la clasificación urbanística del bien según la normativa urbanística aplicable en el municipio con indicación expresa de uso, edificabilidad, alineaciones... etc.

· Valoración técnica  que acredite el justiprecio de los bienes a enajenar.

· Certificación del importe a que alcanzan los recursos ordinarios de Presupuesto General vigente (5 primeros capítulos).

· Acuerdo del Pleno del Ayuntamiento decidiendo inicialmente la enajenación, que automáticamente se elevará a definitivo si no se presentan alegaciones en el trámite de información publica.

· Certificación de la exposición pública del expediente de enajenación con indicación del resultado de la misma y resolución de las reclamaciones presentadas, en su caso.

· Autorización de la Diputación Provincial cuando el importe exceda del 25 por ciento de los recursos ordinarios del presupuesto o acreditación de la dación de cuenta cuando no exceda de este porcentaje.

· Certificación de compromiso formal del titular registral del bien a adquirir por permuta aceptando ésta en los términos y valoraciones que figuran en el expediente y compromiso de abonar el saldo deudor a favor del Ayuntamiento o de aceptar de éste el que resulte a su favor.

En conclusión, el Ayuntamiento tiene facultad para variar el trazado del camino, previa desafectación del uso público de la parte del camino modificada, para su cesión a un particular mediante permuta por el terreno de éste, terreno que pasa a incorporarse al dominio público de forma automática una vez aprobado el proyecto de obras. Para ello es por tanto necesario aprobar el proyecto de obras y tramitar los expedientes de desafectación (en el que se acredite la oportunidad y la legalidad) y permuta. 

De forma operativa se podría suscribir un convenio con la parte interesada, en el que se refleje el objeto perseguido y las obligaciones que asume cada una de las partes, en el que se deje constancia de que mientras duren la obras de construcción del camino se seguirá utilizando el antiguo y cual va a ser la forma de financiación de la obra.

El presente informe se emite sin perjuicio de otro mejor fundado en derecho.

En Valladolid, a 26 de diciembre de 2006

